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El Título XIII de la Carta consagra las normas 
relativas a la reforma de la Constitución. Así, el 
artículo 374 dispone que la Constitución Política 
podrá ser reformada por el Congreso, por una 
Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante 
referendo.

No cabe duda que el acto legislativo “por medio 
del cual se reforman artículos de la Constitución 
Política con relación a la Administración de Justicia 
y se dictan otras disposiciones”, fue una reforma 
constitucional adelantada por el Congreso de la 
República cuyo trámite está previsto en el artículo 
375 (…)
 
El propio Decreto 1351 de 25 de junio de 2012 
que se demanda, consigna:  “Que el Presidente de 
la República recibió procedente del Congreso el 
oficio del pasado 20 de junio de 2012, con el cual 
se remite el proyecto de Acto Legislativo 007/11 
Senado-143/11 Cámara, acumulado a los proyectos 
09/11, 11/11, 12/11 y 13/11 Senado “por medio 
del cual se reforman artículos de la Constitución 
Política con relación a la Administración de Justicia 
y se dictan otras disposiciones”, con el fin de que 
proceda a su promulgación”.

El proyecto de acto legislativo cumplió entonces 
con todo su trámite constitucional y fue aprobado 
en los ocho (8) debates constitucionales quedando 
pendiente únicamente su publicación para 
entrar a regir, lo cual aparece reiterado en las 
consideraciones del acto demandado cuando dijo: 
“Que el artículo 375 de la Carta dice que el 
trámite de los actos legislativos tendrá lugar en dos 
períodos ordinarios y consecutivos, lo cual, respecto 
del Acto Legislativo por medio del cual se reforman 
artículos de la Constitución Política con relación 
a la Administración de Justicia y se dictan otras 
disposiciones” ya se cumplió.”

No se está definiendo en esta providencia la validez 
constitucional del acto de convocatoria sino la 
competencia del Consejo de Estado para conocer 
de la demanda de nulidad por inconstitucionalidad 
incoada en su contra.

Es importante señalar que este caso es 
sustancialmente distinto del decidido mediante 
sentencia de Sala Plena del 16 de febrero de 2010, 
en la cual se declaró la falta de competencia del 
Consejo de Estado para conocer de la acción 
de nulidad instaurada contra el Decreto 4742 
de 2008, mediante el cual se convocó a sesiones 
extraordinarias al Congreso de la República (…).
Como se consignó en el fallo respectivo, se trató de 
una ley convocante a un referendo luego de la cual, 
el Congreso podía someter a referendo un proyecto 
de reforma constitucional que el mismo Congreso 
incorporara a dicha ley, en los términos del artículo 
378 de la Constitución Política.

En la referida sentencia se consignó:

“Según quedó expuesto, la Ley convocante a 
referendo, aun cuando presenta características 
especiales, debe cumplir los requisitos exigidos para 
que cualquier proyecto se convierta en ley, entre 
ellos, ser aprobada en la Plenaria en cada Cámara, 
de conformidad con el artículo 157 y lo dispuesto en 
el título XIII de la Carta Política.
[ … ] 
Precisado lo anterior, resulta pertinente recordar 
que con fundamento en el artículo 378 de la 
Constitución Política, por iniciativa ciudadana, el 
Congreso inició en el año 2008 el trámite legislativo 
para la formación del proyecto de Ley convocante 
a referendo para la reforma constitucional del 
artículo 197 de la Constitución Política, con miras 
a viabilizar la reelección presidencial, proyecto 
identificado bajo el N° 242/Senado y N° 138/ 
Cámara.

En cuanto concierne al proyecto en comento, debe 
recordarse que para el 16 de diciembre de 2008, 
fecha en que concluyen las sesiones ordinarias según 
el artículo 138 de la Constitución Política, el citado 
proyecto no había sido aprobado en la Plenaria de 
la Cámara de representantes.

El Presidente de la República, mediante el 
acto acusado, convocó al Congreso a sesiones 
extraordinarias para que se surtiera dicho trámite 




